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DAÑOS Y PERJUICIOS 

 
Panel integrado por su presidente, el Juez Steidel Figueroa, la Juez 

Cintrón Cintrón y  la Juez Rivera Marchand. 
 
Rivera Marchand, Juez Ponente 

 
RESOLUCIÓN 

 
 En San Juan, Puerto Rico, a 23 de agosto de 2016. 
 

 Comparece Terradellas Fast Food, Corp. (TFFC) mediante 

recurso de certiorari y solicita que revoquemos una Resolución 

dictada por el Tribunal de Primera Instancia (TPI), Sala de San 

Juan, en la cual dio por admitidas ciertas alegaciones incluidas en 

la demanda de epígrafe.  Veamos. 

I. 

Conforme las alegaciones de la demanda de epígrafe, Tania 

Marie Morales Medina se encontraba el 8 de noviembre de 2013 en 

Taco Maker de la avenida Roosevelt con su madre, Linnette Medina 

Pérez, y su abuela, Edna Pérez, cuando una empleada del referido 

local le profirió palabras soeces a la señorita Morales Medina y su 

familia, y además, agredió físicamente a Morales Medina con un 

palo de escoba.1  Por ello, las demandantes-recurridas instaron 

una demanda sobre daños y perjuicios contra TFFC,2 Fulano y 

Mengano de Tal, Corporaciones ACM y Aseguradoras X, Y, Z.  Así, 

le imputaron negligencia a TFFC por tener empleados faltos de 

                                                 
1 Demanda, Apéndice de la parte peticionaria, en la pág. 2. 
2 TFFC es la corporación que administra la franquicia de Taco Maker de la 

avenida Roosevelt. Véase Demanda, en la pág. 1. 
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entrenamiento con poca y/o ninguna supervisión, no tener 

protocolo de conducta para empleados, mantener empleados con 

conducta inapropiada y por no tener seguridad.   

En la contestación a la demanda, TFFC negó toda 

imputación de negligencia y adujo que cumplió con todas las 

normas exigidas al amparo de la doctrina del hombre prudente y 

razonable.3  Respecto a las alegaciones de la parte II de la 

demanda intitulada “Hechos”, indicó que las negaba por falta de 

información suficiente.  Las referidas alegaciones disponen como 

sigue: 

 7. La señorita Morales Medina, se encontraba el viernes, 8 
de noviembre de 2013, en las facilidades de Taco Maker de 
la Avenida Roosevelt, Número 313 en San Juan. 
 
8. Específicamente, la señorita Medina Pérez se encontraba 
junto a su familia, la Sra. Linnette Medina Pérez (madre) y 
Edna Pérez (abuela) disfrutando de unos alimentos en dicho 
establecimiento, cuando se suscitó un altercado con una de 
las empleadas del local. 
 
9. La susodicha empleada por razones solamente 
atribuibles a esta y a la falta de supervisión de la gerencia 
del establecimiento, profirió palabras soeces a la señorita 
Morales Medina y a su familia, además de agredirla 
físicamente con un palo de escoba. 
 
10. Incluso, la Gerente del local indicó que disculparan a la 
empleada, e indicó que ella era así. 
 
11. Más adelante las co-demandantes fueron atendidas en 
Sala de Emergencias del Doctors Center en Santurce.  
 

Luego de transcurrido el trámite procesal correspondiente, 

las partes presentaron ante el foro primario el Informe de 

Conferencia con Antelación al Juicio y se señaló juicio a celebrarse 

el 2 de junio de 2016.  El día del juicio la parte demandante-

recurrida presentó Urgente Moción Solicitando se den por Admitidas 

las Alegaciones sobre los Hechos y la Negligencia a tenor con la 

Regla 6.2 de Procedimiento Civil.  En síntesis, alegó que la parte 

demandada no enmendó las alegaciones negadas en la 

contestación a la demanda por falta de información, 

específicamente, las alegaciones 7, 8, 9 y 10.  Ante ello, arguyó que 

                                                 
3 Contestación a Demanda, en la pág. 5. 
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procedía dar por admitidas las mismas conforme establece la Regla 

6.2(c) de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V. R. 6.2.  Además, 

solicitó al TPI que por las razones anteriores, lo relevara de desfilar 

prueba respecto a las mencionadas alegaciones.  Así pues, el foro 

primario declaró Ha Lugar la moción presentada y dio por 

admitidas las mencionadas alegaciones 7, 8, 9 y 10 de la demanda 

de epígrafe.  

Inconforme con el referido dictamen, TFFC solicitó 

reconsideración al foro primario, la cual fue denegada.  Por tanto, 

el foro primario continuó con el juicio en su fondo.4   

Mientras tanto, TFFC acude ante nos mediante recurso de 

certiorari por entender que el TPI cometió el siguiente error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al dar por 

admitidas las alegaciones 7, 8, 9 y 10 de la demanda. 
 

En síntesis, la corporación peticionaria sostuvo que la 

enmienda a sus alegaciones surge del Informe de Conferencia con 

Antelación al Juicio toda vez que la Regla 6.2 (c) de Procedimiento 

Civil, supra, no exige que las enmiendas a las alegaciones y 

defensas afirmativas se hagan a través de una contestación a 

demanda.   

Así, mediante resolución concedimos término a la parte 

recurrida para expresar su posición. Transcurrido el mismo, no 

presentó escrito alguno, por lo que procedemos según advertido sin 

el beneficio de su comparecencia.   

Cabe señalar que según Consulta de Casos en la página web 

de la Rama Judicial,5 el foro recurrido emitió sentencia el 20 de 

julio de 2016 en el caso de autos y declaró Ha Lugar la demanda. 

 

 

                                                 
4 Véase Consulta de Casos en la página web: 
http://www.ramajudicial.pr/consultas/casos.html (última visita 22 de agosto 

de 2016). 
5 Íd. 
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II. 

El auto de certiorari es un remedio procesal discrecional que 

permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar las 

determinaciones de un tribunal inferior.  Pueblo v. Díaz de León, 

176 D.P.R. 913, 917 (2009).  

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 31 L.P.R.A. Ap. V, R. 

52.1, limitó la jurisdicción del Tribunal de Apelaciones para revisar 

dictámenes interlocutorios mediante el recurso de certiorari.  Job 

Connection Center v. Sup. Econo, 185 D.P.R. 585, 593 (2012).  El 

Tribunal de Apelaciones tiene una prohibición general de acoger 

recursos de certiorari, salvo en las circunstancias establecidas en 

la propia Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra.  A tal fin, la 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, dispone, en su parte 

pertinente, lo siguiente:   

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera 
Instancia, solamente será expedido por el Tribunal de 
Apelaciones cuando se recurra de una resolución u orden 
bajo las Reglas 56 y 57 o de la denegatoria de una moción 
de carácter dispositivo. No obstante, y por excepción a lo 
dispuesto anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 
revisar órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por 
el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 
decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o 
peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 
evidenciaros, anotaciones de rebeldía, en casos de 
relaciones de familia, en casos que revistan interés público 
o en cualquier otra situación en la cual esperar a la 
apelación constituiría un fracaso irremediable de la justicia. 
Al denegar la expedición de un recurso de certiorari en estos 
casos, el Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar 
su decisión.    
  
Cualquier otra resolución u orden interlocutoria expedida 
por el Tribunal de Primera Instancia podrá ser revisada en 
el recurso de apelación que se interponga contra la 
sentencia sujeto a lo dispuesto en la Regla 50 sobre los 
errores no perjudiciales.  

  

Por tanto, el asunto planteado en el recurso instado por el 

promovente debe tener cabida bajo alguno de los incisos de la 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, pues el mandato de la 

Regla 52.1 establece taxativamente que “solamente será expedido” 

el auto de certiorari para la revisión de remedios provisionales, 



 
 

 
KLCE201601243    

 

5 

interdictos, denegatoria de una moción de carácter dispositivo, 

admisibilidad de testigos de hechos o peritos esenciales, asuntos 

relativos a privilegios evidenciaros, anotaciones de rebeldía, en 

casos de relaciones de familia y en casos que revistan interés 

público o en cualquier otra situación en la cual esperar a la 

apelación constituiría un fracaso irremediable de la justicia. 

Así las cosas, el primer examen que debe pasar todo recurso 

de certiorari para ser expedido es que tiene que tener cabida bajo 

alguno de los incisos de la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 

supra. Este test  es mayormente objetivo.  El tribunal revisor debe 

negarse a expedir el auto de certiorari automáticamente cuando el 

mismo gire en torno a alguna materia extraña a las disposiciones 

de la Regla 52.1.   

Superada esta primera etapa, procede hacer un segundo 

examen relativamente subjetivo.  Se trata de nuestro examen 

tradicional caracterizado por la discreción encomendada al 

tribunal revisor para autorizar su expedición y adjudicar sus 

méritos.  A esos efectos y conforme dispone la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-A., se 

debe determinar si el ejercicio de nuestra facultad revisora es 

oportuno y adecuado.  En el caso particular de este foro, para 

poder ejercer nuestra facultad discrecional en la consideración de 

asuntos presentados mediante el auto de Certiorari contiene una 

lista de criterios a evaluarse para la expedición de dicho recurso.  

I.G. Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012).  En lo 

pertinente, esta Regla dispone:   

El tribunal tomará en consideración los siguientes criterios 
al determinar la expedición de un auto de certiorari o de 
una orden de mostrar causa:  
 

(A)  Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  

(B)  Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.  



 
 

 
KLCE201601243 

 

6 

(C)  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.  

(D)  Si el asunto planteado exige consideración más detenida a 
la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.  

(E)  Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es 
la más propicia para su consideración.   

(F)  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no 
causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.  

(G)  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.  

 

 No obstante, ninguno de estos criterios es determinante, por 

sí solo, para este ejercicio de jurisdicción, y solo nos sirven de guía 

para poder, de manera sabia y prudente, tomar la determinación 

de si procede o no intervenir en el caso en la etapa del 

procedimiento en que se encuentra el caso.  Torres Martínez v. 

Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008).   

Por tanto, la discreción judicial “no se da en un vacío ni en 

ausencia de unos parámetros”, sino que el tribunal revisor debe 

ceñirse a los criterios antes transcritos.  Rivera Figueroa v. Joe’s 

European Shop, 183 D.P.R. 580, 596 (2011).  Si luego de evaluar 

los referidos criterios, el tribunal no expide el recurso, el tribunal 

puede fundamentar su determinación de no expedir, más no tiene 

obligación de hacerlo. Rivera Figueroa, 183 D.P.R. en la pág. 596.  

III. 

En este caso, la parte peticionaria presentó el recurso que 

nos ocupa para atender un asunto interlocutorio en el que el TPI 

declaró Ha Lugar una moción presentada por la parte 

demandante-recurrida.  La determinación tuvo el efecto de dar por 

admitidas las mencionadas alegaciones 7, 8, 9 y 10 de la demanda 

de epígrafe.   

A pesar de que la corporación peticionaria quedó 

insatisfecha con la determinación del TPI, esta no solicitó la 

paralización de los procedimientos ante el foro de instancia.  Ello, 

conllevó a que el TPI continuara con el juicio en su fondo hasta su 
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terminación.  Incluso,  el Tribunal recurrido ya emitió sentencia en 

la que declaró Ha Lugar la demanda de epígrafe.   

A esos efectos, concluimos que por la etapa en que se 

encuentran los procedimientos del caso de autos no es oportuna 

nuestra intervención.  El propósito para el cual fue presentado el 

auto de certiorari quedó derrotado con la sentencia dictada por el 

Tribunal inferior debido a que el TPI adjudicó en sus méritos las 

controversias del pleito y terminó el litigio entre las partes.   

Por lo anterior, nos vemos impedidos de ejercer nuestra 

facultad revisora en este caso.  Además por razón de que el recurso 

de certiorari no superó el escrutinio de la Regla 40 del Tribunal de 

Apelaciones, supra, nos abstenemos de intervenir en el mismo.  No 

obstante, es preciso señalar que nuestra determinación no 

prejuzga cualquier acción futura que presenten las partes 

conforme a derecho.   

Por lo fundamentos expuestos, ejercemos nuestra discreción 

de conformidad con la Regla 40(E) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra, y denegamos la expedición del certiorari. 

Notifíquese inmediatamente por fax, correo electrónico, 

teléfono y por la vía ordinaria. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

La Juez Cintrón Cintrón concurre sin opinión escrita. 

 

 
Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


